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Resumen: el objetivo del siguiente trabajo es esbozar un en-
foque metodológico que pueda ser útil para abordar los siste-
mas jurídicos latinoamericanos y las múltiples dificultades que 
surgen en los estudios comparados sobre América Latina. Para 
ello, partiendo de los rasgos comunes que caracterizan a los 
ordenamientos jurídicos de esta subregión, reconstruiremos, 
centrándonos exclusivamente en sus peculiaridades, las carac-
terísticas fundamentales que asumen ciertos “hechos jurídicos” 
en este ámbito, a saber, la forma de gobierno, el tipo de Estado 
y el catálogo de derechos. 

Abstract: the aim of the following paper is to outline a me-
thodological approach that may be useful in dealing with Latin 
American legal systems and the numerous difficulties that arise 
in comparative studies on Latin America. To this end, starting 
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from the common features that characterise the legal systems 
of this sub-region, we will reconstruct, focusing exclusively on 
their peculiarities, the fundamental characteristics that certain 
“legal facts” assume in this area, specifically the form of gover-
nment, the type of State and the catalogue of rights.

Palabras clave: América Latina, comparación, hechos jurídi-
cos, modelos.

Key words: Latin America, comparison, legal facts, models.

Sumario: I. El estudio constitucional-comparado de América 
Latina. II. Una forma de gobierno específica. III. Tipos de Es-
tado difícilmente definibles. IV. Un catálogo vanguardista de 
derechos. V. Reflexiones sobre la metodología.

I. El estudio constitucional-comparativo 
 de América Latina

En el área geográfica que se extiende desde Río Bravo, en el 
norte, hasta Cabo de Hornos, en el extremo de la Patagonia, se 
encuentran países que comparten ciertos rasgos comunes, con-
servando cada uno su propia identidad. La mayoría de sus carac-
terísticas se establecieron en la época colonial y en las décadas 
posteriores a la independencia y se han consolidado con el tiem-
po, convirtiéndose en “elementos aglutinadores tradicionales”, a 
los que se han añadido “de nuevo cuño”.1 Esta zona se identi-
fica comúnmente como “América Latina”, aunque no existe un 
criterio único ni una convención universalmente aceptada para 
definir esta expresión. Sin embargo, es innegable que, a partir 
de la Conquista y la evangelización del “Nuevo Mundo”, existen 
profundas raíces comunes en la historia y el derecho de estos 

1	 G. Pavani, “Stato unitario e Stato federale in America Latina: due categorie 
in evoluzione”, en S. Bagni, S. Baldin (eds.), Latinoamérica. Viaggio nel cos-
tituzionalismo comparato dalla Patagonia al Río Grande, Turín, 2021, pp. 64-
65. Véase J. Carpizo, Derecho constitucional latinoamericano y comparado, 
114 Boletín Mexicano de Derecho Comparado, 2005. 
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territorios.2 Más recientemente, en las últimas décadas, junto a 
los elementos característicos del sistema de Derecho civil, dentro 
del cual a menudo se ha considerado absorbido el derecho lati-
noamericano, han ido surgiendo peculiaridades específicas y se 
ha subrayado cómo la unidad sistemática de los códigos civiles, 
la referencia a los principios generales del derecho, la centralidad 
de la persona en el Derecho civil, el papel de los formantes indi-
viduales e incluso antes el papel de los juristas en el desarrollo 
del sistema representan elementos cruciales en la identificación 
del derecho latinoamericano.

Precisamente de los rasgos comunes que caracterizan a los 
sistemas jurídicos de esta subregión parte el siguiente trabajo, en 
el que se intentará esbozar, sin ninguna pretensión de exhaustivi-
dad, las características fundamentales que asumen determinados 
“hechos jurídicos” en esta subregión.3 Se abordarán la forma de 
gobierno, el tipo de Estado y el catálogo de derechos. Se trata 
aquí de trazar, tras la reconstrucción que se acaba de mencionar, 
un enfoque metodológico que pueda ser útil para abordar los sis-
temas jurídicos de esta zona y las numerosas dificultades que se 
plantean en los estudios comparados sobre América Latina. La 
primera que salta a la vista, por ser la más común y obvia, es la 
denominación para utilizar. “América hispana y lusófona”, “Ibe-
roamérica”, “América del Sur”, etc. son todas expresiones igual-
mente válidas, pero solo a efectos de referirse a algunos de los 
países del aire, implicando, asimismo, connotaciones distintas 
en cuanto a ubicación geográfica, colonización, cultura jurídica y 
disciplina de determinadas instituciones.4 Además, como se verá 

2	 S. Lanni, Latinoamérica: diritto, sistema e tradizione di una Patria Grande, en 
S. Bagni, S. Baldin (eds.), Latinoamérica�, cit., pp. 21 y ss.

3	 Sobre la dificultad de utilizar las clasificaciones propias de la Tradición Ju-
rídica Occidental con respecto a América Latina y la necesidad de repensar 
también las propias categorías de “Estado” y “Poder” véase S. Bagni, G. Pa-
vani, Leggere le categorie giuridiche del costituzionalismo e della democrazia 
attraverso le recenti vicende istituzionali dell’America latina, 1 Dpce online, 
2024. Más en general, sobre la evolución del derecho comparado y su me-
todología, véase S. Ragone, G. Smorto, Comparative Law. A Very Short Intro-
duction, Oxford, 2023.

4	 Sobre este punto véase L. Pegoraro, América Latina como categoría y objeto 
de comparación (Coordenadas metodológicas para el estudio comparado de los 
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sobre todo en lo que se refiere a la forma de gobierno, las expe-
riencias constitucionales latinoamericanas han sido consideradas 
con frecuencia, y en cierta medida lo siguen siendo, versiones in-
completas y a menudo degeneradas del sistema estadounidense, 
omitiendo todas las variables propias de la experiencia nacional 
que las alejan, en algunos casos incluso considerablemente, de un 
tipo ideal. Es necesario, por lo tanto, considerar debidamente la 
importancia de otros factores, como el resurgimiento de criptoti-
pos5 arraigados en la experiencia colonial e indígena, elementos 
propios del proceso de independencia y la composición social. 
Del mismo modo, no se puede no considerar la influencia de la 
Constitución de Cádiz, el bolivarismo y sus concepciones de la 
representación política y, más en general, no es posible no tener 
en cuenta la historia, el caudillismo y la personalización de la 
política, el populismo y el papel que los partidos políticos han 
tenido en el constitucionalismo latinoamericano.6 

Además, entre las dificultades que se pueden encontrar está 
sin duda la llamada “comparación implícita”,7 que se ve afectada 
por los antecedentes del estudioso y que durante mucho tiempo 
ha relegado a América Latina a un objeto de investigación de se-
gundo orden y principalmente a sus aspectos “negativos”. 

sistemas jurídicos latinoamericanos), en 22 Pensamiento Constitucional, 177 
ss. (2017); S. Lanni, voce “Sistema giuridico latinoamericano”, en Dig. disc. 
priv., Turín, 2016; Id., Il diritto nell’America Latina, Nápoles, 2017.

5	 Véase L.-J. Constantinesco, Tratado de derecho comparado, trad. E. Freitas 
da Costa, Madrid, 1981; E. Rozo-Acuña, Guia Bibliografica Elementar sobre 
el poder ejecutivo en America latina (Atti Convegno “Presidenzialismo in 
America Latina”), Roma, 1978; G. Lombardi, Premesse al corso di diritto 
pubblico comparato. Problemi di metodo, Milán, 1986, p. 65; R. Sacco, Crit-
totipo, en Dig. disc. priv., Turín, 1990; B. Marquardt, Historia constitucional 
comparada de Iberoamérica. Las seis fases desde la Revolución de 1810 hasta 
la transnacionalización del siglo XXI. Bogotá, 2016; S. Gambino, Democrazia 
e forme di governo nelle esperienze costituzionali latinoamericane: derive illi-
berali o degenerazioni autoritarie?, 3 Dpce online, 2020.

6	 L. Pegoraro, América Latina como categoría y objeto de comparación (Coor-
denadas metodológicas para el estudio comparado de los sistemas jurídicos la-
tinoamericanos), cit., pp. 179-180.

7	 Véase F. Lanchester, Gli strumenti della democrazia. Lezioni di diritto costi-
tuzionale comparato, Milán, 2004, pp. 6 y ss.
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Teniendo en cuenta lo que se acaba de exponer sucintamen-
te, el enfoque metodológico que se propone, como se verá con 
más detalle en las conclusiones de este trabajo, se basa en una 
comparación estratificada que permite la elaboración de un mo-
delo y su comparación con la realidad fáctica, teniendo en cuen-
ta tanto las disposiciones formales que regulan una determinada 
institución como las dinámicas que caracterizan un determinado 
ordenamiento y su sistema político. Asimismo, parece oportuno 
precisar desde el principio que, como se desprende también de 
los hechos jurídicos que nos proponemos tratar, la metodología 
propuesta se refiere al ámbito del derecho público, más concre-
tamente al del derecho constitucional.

II. Una forma de gobierno específica

Antes de pasar al análisis del primero de los “hechos jurídicos” ob-
jeto de este estudio, es decir la forma de gobierno, es importante 
destacar que se parte de la idea de que el presidencialismo latinoa-
mericano es una variante propia de los países de esta subregión 
que difiere ab origine8 del presidencialismo de los Estados Unidos 
y por eso no es una mera aplicación deformada del régimen pre-

8	 Nogueira Alcalá (El presidencialismo en la práctica política, en 77 Nue. soc., 
17, 1985, habla a este respecto de un “régimen original” que responde, en 
el siglo XIX y a principios del XX, a una doble y contradictoria necesidad, 
como subraya Jacques Lambert. Éstas eran, por una parte, la de conceder al 
Jefe del ejecutivo los amplios medios de gobierno que requería la peculiar 
situación de los países en desarrollo y, por otra, la de limitar esos poderes 
en los países que no se resignan a la arbitrariedad y al abuso de poder y que 
aspiran a ser verdaderos Estados democráticos de Derecho. En este senti-
do, el autor se remite a las obras de F. Cumplido Cereceda, (El sistema de-
mocrático en América Latina, Santiago de Chile, 1984) y J.M. Franco-García 
(Estado Federal y Estado Regional. El derecho venezolano en 1982, Caracas, 
1982). Ya a principios de los años setenta G. Lombardi (Premesse al corso 
di diritto pubblico comparato. Problemas de método, cit., 63) señalaba cómo 
se podía correr fácilmente el riesgo de una generalización inadecuada al 
realizar comparaciones basadas en la idea de que la experiencia constitu-
cional latinoamericana representa una versión incompleta y a menudo de-
generada del sistema norteamericano, omitiendo todas las variables de la 
experiencia nacional que distancian, y considerablemente, la forma presi-
dencialista de gobierno latinoamericana de la ideal-típica norteamericana.
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sidencial clásico.9 Ello se debe a que, lo que se ha considerado una 
aplicación degenerativa respecto del modelo original,10 responde 
en realidad a un peculiar desarrollo del constitucionalismo en el 
momento de la formación del Estado-nación, simultáneamente 
a la transposición del principio de separación de poderes en las 
normas fundamentales del área.11 Por otra parte, también es ne-
cesario considerar que el constitucionalismo latinoamericano, en 
sus inicios, no estuvo únicamente influido por la experiencia de 
los vecinos Estados Unidos de América, aunque esta fue sin duda 
la más significativa. De hecho, también hubo la de la Constitu-
ción de Cádiz, del pensamiento y de las normas fundamentales 
francesas12 e, indirectamente, del constitucionalismo británico.13 

9	 M. Duverger, Instituciones políticas y Derecho constitucional, Barcelona, 
1984, p. 152.

10	 Definido de forma variable por los estudiosos como régimen presiden-
cialista (véanse, entre otros, H. Nogueira Alcalá, El presidencialismo en la 
práctica política, cit.), hiperpresidencialismo, caudillismo, régimen de pre-
ponderancia presidencial (J. Lambert, América Latina, Barcelona, 1964), 
neopresidencialismo autoritario (F. Claus, Il presidenzialismo messicano 
nell’ora della riforma elettorale, en Quaderni Constitucionali, 1991), monar-
quía electiva, cesarismo representativo (A. Rivera Pineda, C.M. Villabella 
Armengol, División de poderes y forma de gobierno. El presidencialismo en 
América Latina, en D. Valadés - M. Carbonell (ed.), El Estado constitucio-
nal contemporáneo, México D.F., 2006), presidencalismo hipertrofiado (R. 
Combellas (ed.), El nuevo derecho constitucional latinoamericano, Caracas, 
1996; F. Moderne, Les avatars du présidentialisme dans les États latinoaméri-
cains, en 98 Rev. pouv., 2001).

11	 Véase D. Nohlen, Presidencialismo vs. parlamentarismo en América Latina 
(notas sobre el debate actual desde una perspectiva comparada), 74 Rev. est. 
pol., 1991.

12	 En particular, la Constitución de la Segunda República Francesa de 1848, 
que fue la primera fuera del continente americano en adoptar el sistema 
presidencial. Véase D. Valadés, “Formación y transformación del sistema 
presidencial en América Latina. Una reflexión sobre el ius constitutionale 
commune latinoamericano”, en H. Fix Fierro, A. von Bogdandy, M. Mora-
les Antoniazzi (eds.), Ius constitutionale commune en América Latina. Ras-
gos, potencialidades y desafíos, Ciudad de México, 2014, pp. 829-830.

13	 Principalmente las obras de Locke y Blackstone y en algunos documentos 
de la época se afirma que los constituyentes se guiaban por la Constitución 
inglesa. véase. D. Valadés, La formación del sistema presidencial latinoame-
ricano (Un ensayo de cultura constitucional), México, 2007, pp. 1 y ss. De 
manera más general sobre las influencias de otras experiencias constitu-
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Por otra parte, se considera que existen elementos institucionales 
significativos, propios de todas las experiencias latinoamericanas 
y derivados de dinámicas históricas y culturales comunes, que 
impiden que la forma de gobierno presidencial latinoamericana 
entre en la categoría de la forma de gobierno presidencial “clá-
sica”, y que la decisión, adoptada en algunos ordenamientos de 
esta área, de introducir elementos de parlamentarización es un 
elemento más que perfila su originalidad.

Valadés destaca cómo, para una correcta comprensión del 
presidencialismo latinoamericano contemporáneo, es esencial e 
imprescindible analizar las raíces del poder en los Estados que se 
independizaron a principios del siglo xix y, por tanto, la impor-
tancia de analizar la “dimensión histórico-cultural” que, como 
veremos con más detalle a continuación, es fundamental en el 
estudio comparado de los sistemas jurídicos latinoamericanos. 
En efecto, en todo el continente, las independencias tuvieron 
orígenes, desarrollo cronológico y evolución posterior similares, 
y las luchas armadas para alcanzarlas llevaron a los caudillos mi-
litares a ser también los titulares del poder ejecutivo. Los caudi-
llos militares, por tanto, una vez finalizada la lucha armada, se 
convirtieron en los encargados de ejercer el poder político y, en 
la mayoría de los casos, también de definir el orden normativo 
que iba a caracterizar a los nuevos Estados independientes. Los 
sistemas constitucionales de la primera mitad del siglo xix eran, 
pues, particularmente proclives a ampliar los poderes del Ejecu-
tivo, en lugar de limitarlos, y autorizaban, o al menos no prohi-
bían, una estrecha relación entre el presidente y las fuerzas mili-
tares.14 Los caudillos representaban también una continuación de 

cionales en América Latina véase E.A. López Sánchez, J.L. Soberanes Fer-
nández (eds.), La Constitución de Cádiz de 1812 y su impacto en el occidente 
novohispano, México, 2015; F.J. Paoli Bolio, “Influencia de la constitución 
de Cádiz en Iberoamérica”, México en Cádiz, 200 años después. Libertades 
y democracia en el constitucionalismo contemporáneo, Ciudad de México, 
2015; A. Colomer Vidal, La revolución Francesa, su Declaración de Derechos 
y el constitucionalismo iberoamericano, 34 Rev. der. pol., 1991, pp. 355-368; 
F. Fernández Segado, España e Ibéroamerica: una recíproca permeabilidad 
constitucional, en F. Fernández Segado (ed.), La Constitución de 1978 y el 
constitucionalismo iberoamericano, Madrid, 2003, pp. 13-28.

14	 Véase, entre otros, D. Valadés, La formación del sistema presidencial latinoa-
mericano (Un ensayo de cultura constitucional), cit., 1 y ss.
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las autoridades ejecutivas unipersonales de la realidad colonial 
de capitanes generales y virreyes. Como se ha observado, tan-
to en el plano de la organización constitucional de los poderes 
como en el de la distribución constitucional relativa entre Presi-
dente/Ejecutivo y Parlamento “más que en la experiencia demo-
crática y constitucional de dos décadas de los Estados Unidos de 
América”, las formas de gobierno latinoamericanas parecen estar 
mejor conectadas con un “un criptotipo enraizado en la antigua 
historia colonial” y por tanto, a una institución preconstitucional 
que se corresponde “en cuanto a su título y a la mayor parte de 
sus poderes y funciones” con lo que más tarde sería la institu-
ción presidencial una vez afirmada la independencia de la corona 
española.15 Los regímenes presidenciales latinoamericanos, de 
hecho, se caracterizan por el legado de dos grandes tradiciones 
autoritarias, no solo la española sino también la indígena, a las 
que es posible, al menos en parte, atribuir la falta de una auténti-
ca separación de poderes.16

Es posible delinear los rasgos comunes de la forma de gobier-
no latinoamericana precisamente a partir del Ejecutivo y en par-
ticular de las modalidades de su elección17 y de las prerrogativas 

15	 Así S. Gambino, Democrazia e forme di governo nelle esperienze costituziona-
li latinoamericane: derive illiberali o degenerazioni autoritarie?, cit., citando a 
G. Lombardi, Premesse al corso di diritto pubblico comparato. Problemas de 
método, cit., 65.

16	 L. Mezzetti, Ruolo ed evoluzione del Parlamento nei sistemi presidenziali lati-
no-americani, in R. Tarchi (a cura di), Parlamentarismo e parlamentarismi 
nel diritto comparato, 2020, p. 111.

17	 A diferencia de Estados Unidos, que se caracteriza por el filtro de los gran-
des electores en la elección, en América Latina el Presidente es elegido di-
rectamente por el cuerpo electoral, ya sea por mayoría simple o por un 
sistema de dos vueltas. La elección directa del ejecutivo representaría un 
giro plebiscitario de la forma de gobierno, derivado de la influencia de la 
Constitución francesa de 1848. Al analizar la elección presidencial y su po-
tencial plebiscitario, también es necesario tener en cuenta el elemento de 
la reelección, cuestión debatida desde la independencia y sobre cuya inci-
dencia la doctrina no está de acuerdo. En efecto, la reelección, junto con la 
duración del mandato, afecta el nivel de alternancia de partidos y personali-
dades en la presidencia y si estas reglas influyen en el poder de negociación 
del ejecutivo con los legisladores de su propio partido y de la oposición 
(G.L. Negretto, La reforma política en América Latina. Reglas electorales y 
distribución de poder entre Presidente y Congreso, 198 Des. eco., 2010, p. 208.
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que se le confieren, como las facultades legislativas y los poderes 
de emergencia, teniendo en cuenta, sin embargo, que su alcance 
varía según los casos. Utilizando un enfoque comparativo “inter-
cultural o transcultural” basado en las diferencias, consideramos 
estos elementos no solo sustancialmente diferentes del modelo 
de los Estados Unidos de América, sino también particularmen-
te relevantes dentro del estudio de las formas de gobierno, has-
ta el punto de que pueden considerarse los aspectos que hacen 
del presidencialismo latinoamericano una forma de gobierno 
distinta.18 Deteniéndonos en las prerrogativas de los ejecutivos 
latinoamericanos, se les reconoce formalmente la condición de 
colegisladores ya que, además de la iniciativa legislativa y de la 
iniciativa exclusiva en determinadas materias,19 ostentan la po-

18	 Mezzetti identifica las características de la forma de gobierno analizada en 
la autonomía de legitimidad del cargo presidencial, en los amplios poderes 
del Presidente “tanto ordinarios como extraordinarios” y en la ausencia 
de un control institucional suficiente – ni el Parlamento ni el Poder Judi-
cial ejercen un control que limite las facultades, legales y extralegales, del 
Ejecutivo. Los tres factores mencionados hacen imposible o muy proble-
mático el funcionamiento fisiológico de un sistema de pesos y contrapesos 
y representan un elemento significativo de diferenciación con el presiden-
cialismo norteamericano (L. Mezzetti, L’America Latina, en P. Carrozza, A. 
Di Giovine, G.F. Ferrari (eds.), Diritto costituzionale comparato, Roma-Bari, 
470). Nohlen y Fernández, por su parte, se centran en los poderes “meta-
constitucionales” de los presidentes latinoamericanos y, en particular, en 
el poder que tienen sobre su burocracia. En teoría, los presidentes latinoa-
mericanos tienen el mismo poder que sus homólogos estadounidenses en 
el nombramiento de altos funcionarios. En la práctica, sin embargo, la au-
sencia de un servicio civil autónomo y de una carrera administrativa en la 
mayoría de los países de la región hace que la capacidad de maniobra pre-
sidencial sea tan amplia que puede considerarse incontrolable (D. Nohlen, 
M. Fernández, El presidencialismo latinoamericano: Evolución y perspectivas, 
Caracas, 1991, pp. 120-121).

19	 La doctrina reconoce, prácticamente por unanimidad, que a través del po-
der de iniciativa legislativa el Presidente puede orientar la labor legislativa 
del Parlamento de acuerdo con las prioridades de su programa de gobierno. 
En casi todos los casos, esta prerrogativa pertenece exclusivamente al Jefe 
del Ejecutivo, mientras que en Honduras, Panamá y Paraguay, los ministros 
o secretarios de Estado están igualmente autorizados a presentar proyectos 
de ley, aunque siempre en nombre del Ejecutivo. ES más, en algunas juris-
dicciones -como Uruguay, Chile y Brasil- se prevé que el Presidente ejerza 
la iniciativa legislativa exclusiva en determinadas materias, como la social 
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sibilidad de convocar sesiones extraordinarias,20 de declarar la 
urgencia en el tratamiento de los proyectos de ley,21 de participar 
en el debate parlamentario a través de los ministros; de aplicar no 
solo el veto sino también un veto parcial y/o el llamado veto de 
bolsillo,22 de asumir poderes legislativos, incluso sin delegación 

y la presupuestaria (A. Escamilla Cadena, R. Sánchez Gayosso, Las facul-
tades constitucionales del Ejecutivo en América Latina: entre la concentración 
y la dispersión de poder, en 37 Estudios Políticos. Nov. ép., 117, p. 2016); M. 
Sánchez Manzano, Caracterización y problemática del presidencialismo ibe-
roamericano, en 53 Rev. fac. der., 2000, p. 278.

20	 La prerrogativa presidencial de convocar sesiones extraordinarias del Con-
greso cuando est se encuentra de vacaciones está prevista en todas las cons-
tituciones latinoamericanas, algunas de las cuales señalan explícitamente 
que corresponde al Presidente fijar el orden del día. A este respecto, cabe se-
ñalar que en Colombia la facultad de convocar no corresponde al Presidente 
sino al Gobierno Nacional, que incluye también a los ministros y directores 
de departamentos administrativos; puede ejercerse a través de otro órgano, 
por ejemplo, la Comisión Permanente en Honduras o el Presidente de la 
Asamblea Nacional en Nicaragua. Finalmente, cabe mencionar que en Mé-
xico no basta la decisión del Presidente, sino que se requiere el acuerdo de 
la Comisión Permanente (J.J. Orozco Henríquez, Tendencias recientes en los 
sistemas presidenciales latinoamericanos, Bol. mex. der. com., 2008, p. 839).

21	 La declaración de urgencia legislativa es otro instrumento que permite 
al Presidente influir en el calendario de los trabajos parlamentarios y dar 
prioridad a los proyectos de ley que considera más importantes para su 
mandato. Consiste en fijar un plazo determinado (normalmente 30 días) 
para la aprobación de determinados proyectos legislativos. Entre las consti-
tuciones que lo contemplan se encuentran las de Chile, Colombia, Ecuador, 
Paraguay, República Dominicana y Uruguay (J.J. Orozco Henríquez, Ten-
dencias recientes en los sistemas presidenciales latinoamericanos, cit., p. 840).

22	 Los países que prevén exclusivamente el veto total son Bolivia, Guatemala 
y la República Dominicana, mientras que los que combinan el veto total 
y el parcial son México, Nicaragua, Panamá, Uruguay y Venezuela. Por su 
parte, Chile, El Salvador y Honduras prevén un veto “bolsillo” además del 
veto total. También hay casos en los que el Jefe del Ejecutivo está autori-
zado a utilizar los tres tipos de veto, como en Argentina, Brasil, Colombia, 
Costa Rica, Ecuador y Paraguay (A. Escamilla Cadena, R. Sánchez Gayosso, 
Las facultades constitucionales del Ejecutivo en América Latina: entre la con-
centración y la dispersión de poder, cit., p. 117). El veto presidencial puede 
ser anulado por mayoría absoluta, como es el caso de Brasil, Colombia, 
Nicaragua, Paraguay, Perú y Ecuador cuando se trata del veto parcial, de 
tres quintos en Uruguay cuando se trata del ejercicio del veto total, o de dos 
tercios en Argentina, Ecuador en el caso del veto total, México y Panamá 
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parlamentaria,23 de decidir, con el apoyo de los ministros, la fir-

(M. Sánchez Manzano, Caracterización y problemática del presidencialismo 
iberoamericano, cit., 283). Especialmente interesante es el caso de Uruguay, 
donde en caso de inercia del legislativo durante más de treinta días, el texto 
se considera aprobado enmendado según las observaciones del ejecutivo 
(E. Mostacci, L’altra faccia del presidenzialismo latinoamericano: Costa Rica 
e Uruguay, en S. Bagni, S. Baldin (eds.), Latinoamérica�, cit., p. 114).

23	 Se trata de la llamada habilitación legislativa, por la que se autoriza al po-
der ejecutivo a asumir la función legislativa. En América Latina, en ocho 
países (Costa Rica, El Salvador, Ecuador, Guatemala, México, Panamá, Pa-
raguay y Uruguay), las constituciones no especifican si el Jefe del Ejecuti-
vo puede dictar decretos presidenciales, y esta ambigüedad ha hecho que, 
en la gran mayoría de los casos, este instrumento se haya convertido en 
una práctica habitual. Los diez países restantes permiten explícitamente 
los decretos presidenciales y de éstos, sólo Brasil, Honduras, Nicaragua, 
Perú y Venezuela ponen restricciones a las áreas en las que el Ejecutivo 
puede hacer uso de esta prerrogativa (A. Escamilla Cadena, R. Sánchez Ga-
yosso, Las facultades constitucionales del Ejecutivo en América Latina: entre 
la concentración y la dispersión de poder, cit., pp. 117-118). Además, exis-
ten disposiciones que privilegian al poder ejecutivo sobre el legislativo en 
la resolución de ciertos asuntos en Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, 
Guatemala, Panamá y Venezuela. En algunos casos, también se prevé que el 
Presidente dicte los decretos-leyes necesarios en materia económica, como 
en Venezuela, Honduras y Perú, pero sólo si el interés nacional lo requiere, 
o para hacer frente a una situación de emergencia o excepcional, como en 
Argentina, Chile y Ecuador (M. Sánchez Manzano, Caracterización y proble-
mática del presidencialismo iberoamericano, cit, 281; J.J. Orozco Henríquez, 
Tendencias recientes en los sistemas presidenciales latinoamericanos, cit., p. 
832). Aun cuando la mayoría de la Asamblea Legislativa pueda derogar o 
modificar un decreto, el Presidente sigue desempeñando un papel clave en 
la formación de la legislación, ya que, a diferencia de su poder de iniciativa, 
el decreto presidencial es ya una ley ante la cual la otra rama sólo puede 
reaccionar. De hecho, el poder de decreto es una de las manifestaciones 
más importantes de los llamados “poderes proactivos”. Además de poder 
anular el orden del día con un gran número de decretos impidiendo que 
el poder legislativo examine las medidas antes de que tengan un efecto 
irreversible, el Presidente puede hacer un uso estratégico del mismo tra-
tando de identificar un punto en el espacio político ante el que la mayo-
ría se muestre indiferente en el tiempo que media entre el statu quo y la 
emisión del decreto (L. Mezzetti, Ruolo ed evoluzione del Parlamento nei 
sistemi presidenziali latino-americani, en R. Tarchi (ed.), Parlamentarismo e 
parlamentarismi nel diritto comparato, cit, pp. 104-105). La delegación legis-
lativa sólo está prevista en siete países latinoamericanos (Argentina, Brasil, 
Chile, Colombia, México, Panamá y Perú) y de ellos, Chile, Colombia y 
México han establecido restricciones sobre cuándo y en qué materias se 
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ma de créditos presupuestarios adicionales; y de utilizar medidas 
excepcionales en materia económica y/o social, que a veces tie-
nen una perniciosa vocación de permanencia.24

Por último, en cuanto a las facultades extraordinarias o de 
crisis en manos del Ejecutivo, todos los presidentes de la región 
tienen estas prerrogativas para hacer frente a situaciones es-
peciales o extraordinarias, que van desde catástrofes naturales 
hasta guerras o disturbios sociales que pueden amenazar la paz 
interna.25 En estos casos, el jefe de Estado, directamente o con 
la autorización del Congreso, pero en todo caso con el acuerdo 
de los ministros o secretarios de Estado, suspende ciertos dere-
chos fundamentales26 y a menudo dicta medidas legislativas con 
validez específica destinadas a hacer frente a la situación.27 Una 

pueden delegar facultades legislativas al Presidente (A. Escamilla Cadena, 
R. Sánchez Gayosso, Las facultades constitucionales del Ejecutivo en América 
Latina: entre la concentración y la dispersión de poder, cit., p. 118).

24	 H. Nogueira Alcalá, El presidencialismo en la práctica política, cit., p. 92.
25	 En general, las motivaciones más citadas son: necesidad pública, guerra, 

invasión, rebelión, catástrofe, calamidad general, alteración del orden pú-
blico, epidemia, seguridad nacional, conmoción interior, y según la causa 
que determine su aplicación adoptan diferentes nombres (D. Valadés, La 
dictadura constitucional en América Latina, México, 1974; C. Villabella, Las 
Constituciones de Iberoamérica, La Habana, 2002).

26	 Entre los derechos que pueden suspenderse legítimamente, los más co-
munes son la libertad de circulación y locomoción, la libertad de pensa-
miento, expresión y opinión, el derecho de reunión, el derecho al debido 
proceso y el derecho de huelga de los trabajadores. La suspensión de estos 
derechos puede prolongarse 30 días (Costa Rica, El Salvador, Guatemala y 
Colombia); 45 (Honduras y Paraguay); 60 (Brasil, Ecuador, Perú, Paraguay 
y Bolivia); 90 (Colombia y Chile). Estos estados son proclamados por de-
cretos, que pueden ser pronunciados por el órgano legislativo y, en caso 
de suspensión de est, por el Ejecutivo en Argentina, Costa Rica, Cuba y 
República Dominicana; por el Presidente con acuerdo del Consejo de Mi-
nistros y ratificación del Legislativo en Bolivia, Guatemala, Honduras, El 
Salvador, México, Nicaragua, Puerto Rico y Venezuela; por el Presidente 
con ratificación del Legislativo en Uruguay; por el Presidente solo en Chile 
y Ecuador; por el Presidente con acuerdo del Consejo de Ministros en Co-
lombia, Panamá y Perú. (D. Valadés, La dictadura constitucional en América 
Latina, cit.; C. Villabella, Las Constituciones de Iberoamérica, cit.).

27	 J.J. Orozco Henríquez, Tendencias recientes en los sistemas presidenciales la-
tinoamericanos, cit., p. 834.
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de las fórmulas que encontramos en las Constituciones latinoa-
mericanas consiste en encomendar expresamente esta tarea al 
poder ejecutivo. Otra modalidad consiste en determinar estados 
excepcionales en los que los poderes públicos, y en particular 
el Ejecutivo, dada su mayor agilidad, pueden asumir competen-
cias predeterminadas en la Constitución o en la ley. La aplica-
ción generalizada de esta legislación hace que la declaración de 
emergencia en América Latina sea vista como una situación de 
normalidad constitucional, a diferencia de lo que ocurre, por 
ejemplo, en los sistemas europeos, donde supone un verdadero 
apartamiento del orden establecido.28

III. Tipos de estado difícilmente definibles

Pasando ahora a un análisis sintético de las características de las 
relaciones entre el centro y las periferias29 adoptadas por los di-
versos ordenamientos latinoamericanos, es posible sostener que, 
si bien se han orientado hacia el tipo de Estado federal y centra-
lizado, han adquirido características propias y desarrollado ten-
dencias opuestas que, sin llevar a confusión, los han distanciado, 
respectivamente, del modelo estadounidense y del modelo napo-
leónicos francés. De hecho, la tendencia a la centralización en los 
Estados federales sigue trayectorias diferentes de las que caracte-
rizaron el centralismo de los Estados unitarios, y las tendencias 
centrífugas registradas en estos últimos miran hacia formas de 
autonomía distintas de las propias de los Estados miembros de 
los Estados federales.30

Respecto a los países pertenecientes a la primera categoría, la 
doctrina ha argumentado que el sistema político no siempre llega 
a configurar el federalismo como un freno al poder central, tanto 
por las cláusulas que limitan efectivamente las competencias de la 

28	 M. Sánchez Manzano, Caracterización y problemática del presidencialismo 
iberoamericano, cit., pp. 278 y ss.

29	 F. Lanchester, Gli strumenti della democrazia. Lezioni di diritto costituzionale 
comparato, cit., pp. 311 y ss.

30	 G. Pavani, Stato unitario e Stato federale in America Latina: due categorie in 
evoluzione, en S. Bagni, S. Baldin (eds.), Latinoamérica�, cit., pp. 74 y 75.
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periferia, como porque la práctica democrática solo ha sido uni-
forme en las últimas décadas. Además, el peculiar presidencialis-
mo latinoamericano, antes mencionado, junto con la casi inexis-
tencia de un verdadero federalismo fiscal han dejado muy poca 
autonomía a las autoridades territoriales. Como se verá con más 
detalle, la presencia de ciertos condicionantes “culturales, insti-
tucionales y derivados de hechos políticos” ha afectado en gran 
medida a la articulación de las relaciones entre el centro y la pe-
riferia. Precisamente para tenerlos en cuenta a la hora de definir 
el federalismo en América Latina, la doctrina31 Se ha referido a un 
conjunto de modelos y, en particular, a la categoría del “federalis-
mo centralizado” para indicar el fenómeno de la concentración 
de poder en la Federación. Esta expresión no identifica el proceso 
generalizado de “centralización” que afecta, en todo el mundo, a la 
práctica totalidad de los sistemas federales existentes, sino un mo-
delo diferente de federalismo, en el que todos los poderes estata-
les, provinciales o regionales y locales dependen totalmente de las 
decisiones nacionales adoptadas por el poder central. Además, en 
esta subregión, la configuración federal de los estados no solo se 
ha alejado del modelo estadounidense, sino que se ha desarrollado 
de forma diferente en cada uno de los cuatro países que se carac-
terizan por él,32 es decir, México, Argentina, Brasil y Venezuela.

Pasando a tratar más en profundidad los condicionantes antes 
mencionados, estos pueden definirse, con Mezzetti, como cau-
sas de distinta naturaleza que históricamente han marcado y aún 
contribuyen a connotar una acentuada anomalía en estos siste-

31	 Véase, entre otros, J. Carpizo, Federalismo en Latinoamérica, Ciudad de Mé-
xico, 1973; L. Luatti, Il federalismo “virtuale” latino-americano, en 1 Quader-
ni costituzionali, 1999; L. Pegoraro, A. Rinella, Sistema costituzionali com-
parati, Turín, 2017; F. Fernández Segado, Reflexiones críticas en torno al 
Federalismo en América Latina, en A. Alfredo Arismendi, J. Caballero Ortiz 
(eds.), El derecho público a comienzos del siglo XXI: estudios en homenaje al 
profesor Allan R. Brewer Carías, vol. 1, 2003; J. Chaires Zaragoza, El fracaso 
del federalismo en Latinoamérica. Un estudio comparado con la cultura federal 
de los Estados Unidos de Norteamérica, 23 Revista Via Iuris, 2017; L. Mezze-
tti, L’America Latina, en P. Carrozza, A. Di Giovine, G.F. Ferrari (eds.), Di-
ritto costituzionale comparato, cit.

32	 G. Pavani, Stato unitario e Stato federale in America Latina: due categorie in 
evoluzione, en S. Bagni - S. Baldin (eds.), Latinoamérica�, cit., pp. 71 y ss.
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mas, especialmente cuando se comparan con los modelos fede-
rales tradicionales y, en concreto, con el modelo estadounidense. 
Un primer factor coincide con la endémica inestabilidad consti-
tucional de los sistemas políticos latinoamericanos.33 Además de 
la peculiar forma de gobierno, de hecho, la frecuente instauración 
de regímenes militares o autocráticos ha conducido en muchos 
sistemas a una fuerte concentración de poder en el centro en 
detrimento de los estados miembros.34 La mayoría de los países 
latinoamericanos, de hecho, se han caracterizado por gobiernos 
centralizados, tanto de origen civil como militar, de forma que el 
poder económico y político ha tendido a concentrarse en manos 
de pequeñas élites ubicadas en las capitales de la región, lo que ha 
conducido a una fuerte primacía de las instituciones federales y, 
por tanto, de la principal ciudad que las albergaba. Sin embargo, 
desde finales del siglo xx, en la mayoría de estas jurisdicciones 
se ha desarrollado un proceso de democratización caracterizado 
por una incipiente división de poderes, que ha tenido lugar para-
lelamente a una descentralización dirigida a fortalecer los gobier-
nos locales.35 Otro elemento, no secundario, que ha propiciado 
el funcionamiento diferenciado de los sistemas federales latinoa-
mericanos coincide con la estructura del sistema de partidos y, 
en particular, con la ausencia de partidos que operen a nivel es-
tatal y la solo tímida sensibilidad de los partidos nacionales a la 
inspiración federal del sistema. Por último, no puede obviarse la 
incidencia de factores culturales y sociológicos que ponen de ma-
nifiesto la fragilidad de las bases sociopolíticas que normalmente 
acompañan a los sistemas federales latinoamericanos, vaciados 
bajo una pluralidad de perfiles de consistencia institucional real y 
destinados a convertirse en meros contenedores formales.36

33	 L. Mezzetti, L’America Latina, en P. Carrozza, A. Di Giovine, G.F. Ferrari 
(eds), Diritto costituzionale comparato, cit., pp. 488-489.

34	 L. Rosenbaum, C.A. Rodríguez Acosta, Gobierno y gobernabilidad en las áreas 
metropolitanas de América Latina, en X Congreso Internacional del CLAD sobre la 
Reforma del Estado y de la Administración Pública, Santiago de Chile, 2005, p. 1.

35	 S. Moreno Pérez, La gestión, coordinación y gobernabilidad de las metrópolis, 
in 9 Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública-Documento de Trabajo, 
2006, p. 16.

36	 L. Mezzetti, L’America Latina, en P. Carrozza, A. Di Giovine, G.F. Ferrari 
(eds), Diritto costituzionale comparato, cit., pp. 488-489.

561 | 

El estudio constitucional-comparado de América Latina: una…



Por otra parte, en lo que se refiere al otro tipo de Estado que 
caracteriza a los sistemas latinoamericanos, el Estado centrali-
zado, algunos de los países que entran en esta categoría se en-
cuentran en un proceso de “transformación o reorganización”, 
imposible de describir según los cánones utilizados en los siglos 
xix y xx y según las taxonomías clásicas formadas por criterios 
exclusivamente jurídicos que giran en torno a la contraposición 
Estado unitario/Estado compuesto.37

En función de la mayor o menor proximidad a las caracterís-
ticas básicas del modelo napoleónico, se puede generar una pri-
mera clasificación, afirmando que en América Latina el Estado 
unitario no es un monolito ya que existen diversas variantes. Es 
más, algunos países que entran en esta categoría se caracterizan, 
al mismo tiempo, por formas de autonomía que difieren de las 
reconocidas a los Estados federales, tanto por las motivaciones 
que subyacen a esta elección como por los objetivos perseguidos. 
En particular, los textos constitucionales ecuatoriano y boliviano 
representan un conflicto semántico en la medida en que, si bien 
definen una forma centralizada de Estado, contemplan formas de 
descentralización fuertemente vinculadas a la centralidad asumi-
da en el diseño constitucional por los pueblos indígenas a los que 
se han reconocido derechos específicos, como se verá con mayor 
detalle más adelante, entre ellos el de autodeterminación territo-
rial. En particular, con la afirmación del Estado intercultural se 
produjo una ruptura con el modelo francés de integración asimi-
lacionista, y la organización territorial que se estableció se basó en 
la asimetría.38 De hecho, tanto la Constitución ecuatoriana como 
la boliviana diseñan Estados territorialmente complejos, con un 
reconocimiento específico de las “autonomías indígenas”.39

37	 G. Pavani, Stato unitario e Stato federale in America Latina: due categorie in 
evoluzione, en S. Bagni, S. Baldin (eds.), Latinoamérica�, cit., pp. 65 y ss. véa-
se. L. Mezzetti, L’America Latina, en P. Carrozza, A. Di Giovine, G.F. Ferrari 
(eds.), Diritto costituzionale comparato, cit., pp. 480-481.

38	 A. D’Andrea, Decentramento, pluralismo, comunità indigena e potere popo-
lare in America Latina tra Stati unitari e Stati federali, en S. Bagni, S. Baldin 
(eds.), Latinoamérica�, cit., p. 85.

39	 O. Colpari, La nueva participación ciudadana en Ecuador y Bolivia. ¿Resul-
tados de la lucha del movimiento indígena campesino?, Nómadas. Revista 
Crítica de Ciencias Sociales y Jurídicas, núm. especial: América Latina, 2011; 
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A la luz de lo brevemente analizado, parece evidente la utili-
dad y centralidad, en el estudio de estas formas de territorialidad 
y más en general de América Latina, de enfoques y métodos mul-
tidisciplinarios propios de otras ciencias sociales que permitan 
explicar y fundamentar las opciones formales e informales adop-
tadas en un ordenamiento dado.

IV. Un catálogo vanguardista de derechos

Como hemos visto, los sistemas latinoamericanos se caracteri-
zan por una organización política que tiende a ser verticalista, 
limitadora de libertades y concentradora de poder que, paradó-
jicamente, ha coexistido, al menos desde principios del siglo xx, 
con la presencia de un amplio y vanguardista40 catálogo de de-
rechos. Un claro ejemplo de ello es la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) que entró en vigor en 
1917, al término de la Revolución Mexicana. Esta norma funda-
mental, por un lado, recogía los principios liberales propugnados 
por los ejércitos vencedores, como las libertades individuales y 
la laicidad del Estado, y, por otro, introducía también principios 
sociales y nacionalistas totalmente inéditos en la región en aque-
lla época, sancionando la propiedad de la Nación sobre los bienes 
del subsuelo y sentando las bases de la reforma agraria41. De he-
cho, la CPEUM fue la primera constitución democrático-social 

M. Aparicio Wilhelmi, Estado, organización territorial y constitucionalismo 
plurinacional en Ecuador y Bolivia. ¿Una década ganada?, REAF, 27, 2018; M. 
Meza-Lopehandía, G. P. Rubio Apiolaza, La nacionalidad a la luz del princi-
pio constitucional de plurinacionalidad. Constituciones de Bolivia y Ecuador, 
BCN, Asesoría Técnica Parlamentaria, noviembre 2021; R. Tapia H., Reco-
nocimiento de los pueblos indígenas en el derecho constitucional latinoameri-
cano,Serie Informe Legislativo, vol. 68, 2022.

40	 Se retoman los argumentos de Gargarella sobre las constituciones latinoa-
mericanas más recientes. véase R. Gargarella, La “sala de máquinas” de las 
constituciones latinoamericanas. Entre lo viejo y lo nuevo, 25 Nueva sociedad, 
2015; Id. El constitucionalismo latinoamericano y la sala de máquinas de la 
Constitución (1980-2010), en P. Riberi (ed.), Fundamentos y desafíos de la 
teoría constitucional contemporánea, Ciudad de México, 2019.

41	 L. Zanatta, Storia dell’America Latina contemporanea, Roma-Bari, 2010, 
p. 87.
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del mundo moderno, dos años antes que la Constitución alemana 
de Weimar.42

Esta situación se ha mantenido inalterada incluso en los textos 
constitucionales más recientes, aquellos que parte de la doctrina 
adscribe al “nuevo constitucionalismo latinoamericano” (NCL),43 
en los que se consagran nuevos derechos políticos, que se tradu-
cen en la previsión de instrumentos de democracia directa, se-
midirecta y comunitaria, así como una especial protección de las 
comunidades indígenas y de los derechos conexos. Además, se 
presta especial atención a la protección de la naturaleza como su-
jeto de derechos. En estos textos las declaraciones de derechos 
pretenden remediar tres grandes “carencias” históricas del consti-
tucionalismo latinoamericano: la desprotección de los “posterga-
dos entre los postergados”, es decir, de las comunidades indígenas; 
el desconocimiento de los derechos humanos; y la incapacidad de 
garantizar y hacer efectivos los derechos políticos de la mayoría 
de la población. Los compromisos sociales asumidos por el cons-
titucionalismo desde principios del siglo xx se extienden, por lo 
tanto, a sectores, principalmente indígenas y mujeres, y a temas, 
cuales los derechos de “tercera generación”, que no habían sido 
contemplados por la primera “ola social” del constitucionalismo 
regional.44 Para comprender cabalmente las características de ta-

42	 M. Olivetti, Messico, Bolonia, e-book, cap. III, 2013, párr. 10.
43	 ex multis, Aa.Vv., El nuevo constitucionalismo en América Latina, Quito, 

2010; R. Viciano Pastor (ed.), Estudios sobre el nuevo Constitucionalismo La-
tinoamericano, Valencia, 2012; C. Storini, J.F. Alenza García, Materiales so-
bre neoconstitucionalismo y nuevo constitucionalismo latinoamericano, Pam-
plona, 2012; A. Mastromarino, Il nuevo constitucionalismo latinoamericano: 
una lettura in prospettiva, en 2 Diritto pubblico comparato ed europeo, 2020; 
R. Martínez Dalmau, C. Storini, R. Viciano Pastor, Nuevo constitucionalismo 
latinoamericano. Garantías de los derechos, pluralismo jurídico y derechos de 
la naturaleza, Santiago de Chile, 2021.

44	 R. Gargarella, Sobre el “Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano”, 1 Re-
vista Uruguaya de Ciencia Política, 2018, p. 115; R. Gargarella; C. Courtis, El 
nuevo constitucionalismo latinoamericano: promesas e interrogantes, Santia-
go de Chile, 2009, p. 31; A.R. Sotillo Antezana, La nueva clasificación de los 
derechos fundamentales en el nuevo constitucionalismo latinoamericano, 35 
Ciencia y Cultur, 2015; J. Méndez, D. Cutie, La participación popular y los de-
rechos. Fundamentos y contenidos del Nuevo Constitucionalismo Latinoame-
ricano, R. Viciano Pastor (ed.), Estudios sobre el nuevo Constitucionalismo 
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les catálogos de derechos, parece crucial considerar elementos 
culturales y contextuales en la comparación, así como es impor-
tante integrar el enfoque constitucional-comparativo con el de 
otras disciplinas como las ciencias etnoantropológicas.

Volviendo a un esbozo más general del carácter innovador de 
los catálogos de derechos en América Latina, hay que conside-
rar que algunas jurisdicciones de la zona han sido especialmente 
sensibles a introducir, incluso constitucionalmente, la protección 
de determinados derechos vinculados a las nuevas tecnologías y 
a la sociedad digital.45 En México, por ejemplo, el artículo 6 de 
la CPEUM fue reformado en 2013 para reconocer el derecho de 
acceso a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluyendo la banda ancha e Internet. De manera más general, 
en América Latina se introdujo la protección del llamado habeas 
data, que puede definirse, con Rodotà, como una extensión tec-
nológica del habeas corpus estrechamente relacionada con la pro-
tección de datos personales y la protección de la privacidad.46 

Latinoamericano, cit.; C.M. Villabella Armengol, Constitución y Democracia 
en el Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano, 25 IUS. Revista del Institu-
to de Ciencias Jurídicas de Puebla A.C., 2010, pp. 29 y ss.

45	 Sobre el derecho de acceso a Internet como derecho fundamental, particu-
larmente en América Latina, véase ex multis F.J. Díaz Revorio, Tecnologías 
de la Información y la Comunicación y Nuevas Dimensiones de los Derechos 
Fundamentales, en XIV Pensamiento Constitucional, 2010; I. Acata, Internet, 
un derecho humano de cuarta generación, en 4 Misión Jurídica: Revista de 
derecho y ciencias sociales, 2011; I. Lucena, El derecho de acceso a Internet 
y el fortalecimiento de la democracia, Revista Internacional de Pensamiento 
Político, 2014; J.C. Riofrío, La cuarta ola de derechos humanos: los derechos 
digitales, Revista Latinoamericana de Derechos Humanos, 2014; F. Pérez Bes 
(coord.), El derecho de Internet, Barcelona, 2016; H. Miranda Bonilla, El 
acceso a internet como derecho fundamental, Revista Jurídica IUS Doctrina, 
2016; M.S. Segura, Activismo por los derechos digitales en América Latina. 
Pensar globalmente, actuar localmente, Persona&Sociedad, 2019; D. Villena 
Fernández Baca, Derecho fundamental de acceso a internet Derecho funda-
mental de acceso a internet. Un acercamiento preliminar a sus contenidos, Ga-
ceta Constitucional, 2021; M. Eder Fernandes, J. Díaz Lafuente, Los derechos 
digitales: ¿hacia una nueva generación de derechos humanos? Aproximaciones 
teóricas desde América Latina y Europa, Direito, Estado e Sociedade, 2022; 
Aa.Vv. Derechos digitales en Iberoamérica: situación y perspectivas, 2023.

46	 S. Rodotà, Tecnologie e diritti, Bolonia, 1995. véase, asimismo, A.E. Pérez 
Luño, Intimidad y protección de datos personales: del habeas corpus al ha-
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También en este ámbito, la subregión latinoamericana ha sido 
un interesante laboratorio constitucional y muchas de las consti-
tuciones de la zona contienen referencias explícitas a la protec-
ción de situaciones subjetivas derivadas de la informática, con-
sagrando el habeas data como una nueva garantía jurisdiccional 
del derecho público latinoamericano. No todas las jurisdicciones 
han introducido este principio de la misma manera: Guatemala, 
Brasil, Colombia, Paraguay, Perú, Ecuador, Argentina y Venezue-
la han reformado sus constituciones consagrando este derecho 
de manera directa, completa y precisa; otros, como Chile, Costa 
Rica, Bolivia, Nicaragua, Honduras, han previsto tal garantía por 
vía legislativa o indirectamente a través del recurso constitucio-
nal de amparo; finalmente, las restantes experiencias de Panamá, 
Uruguay, El Salvador y México prevén una protección indirecta 
del habeas data.47 Un desarrollo ulterior de este derecho ha sido 
recogido recientemente por la Constitución chilena que, tras una 
modificación del artículo 19 en octubre de 2021, ha establecido 
la protección de los denominados “neuro derechos”.48

beas data, en Aa.Vv., Estudios sobre el derecho a la intimidad, Madrid, 1992; 
E. Rozo Acuña, Habeas Data constitucional: una nueva garantía jurisdiccio-
nal en el derecho público latinoamericano, en 4 Diritto pubblico compáralo 
ed europeo, 2002; S. Russo, A. Sciuto, Habeas data e informatica, Milano, 
2011. Más en general sobre la “libertad informática” en América Latina 
véase V. Frosini, Informática y Derecho, Bogotá, 1988; E. Sánchez Jiménez, 
Los derechos humanos de la tercera generación: la libertad informática, en 3 
Informática y Derecho, 1992, C. Castillo Jiménez, Las nuevas tecnologías de 
la información y el derecho. De Vittorio Frosini a Internet, Sevilla, 2003.

47	 T.E. Frosini, Nuevas tecnologías y constitucionalismo, Revista de Estudios Po-
líticos (Nueva Época), 2004, pp. 135-136.

48	 v. P. López-Silva, R. Madrid, Sobre la conveniencia de incluir los neuroderechos 
en la Constitución o en la ley, Revista Chilena de Derecho y Tecnología, 2021; 
L.E. Vásquez Leal, “Neuroderechos, Constitución y neuroética: Aportes de 
la neuroética al proceso de constitucionalización de los neuroderechos en 
Chile”, Anuario de Derechos Humanos, 2022; F. Paredes, C. Quiroz, “Neu-
roderechos en Chile: Estado del arte y desafíos”, en A.M. D’Ávila Lopes, 
F. Paredes, A.J. Pereira Júnior, A. Passos Maia (org.), Neurodireito, Neuro-
tecnologia e Direitos, 2023. Por lo que respecta a la doctrina italiana, véase 
más recientemente Aa.Vv., Focus – “Neurodiritti” tra virtuale e reale, en 6 
federalismi.it, 2024.
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V. Reflexiones sobre la metodología

Aunque no es posible oponer límites teóricos a la libertad de in-
vestigación49 y, por tanto, a la metodología, las peculiaridades que 
caracterizan a instituciones como la forma de gobierno, los tipos 
de Estado y el catálogo de derechos en América Latina, de las que 
hemos tratado de dar cuenta en las páginas precedentes, sugieren 
la necesidad de utilizar una metodología comparada específica,50 
por lo menos en ocasión de una primera aproximación a este 
estudio. Esta metodología, que puede calificarse como estratifi-
cada, está orientada a la elaboración de modelos51 de los que se 
pueda partir por el estudio de esta área. Es innegable que se trata 

49	 G. Lombardi, Premesse al corso di diritto costituzionale comparato. Proble-
mi di metodo, cit.; G. De Vergottini, Tradizioni costituzionali e vincoli alla 
comparazione, Derecho público comparado y europeo, 2015; A. Di Giovine, 
A. Algostino; F. Longo, A. Mastromarino, Lezioni di diritto costituzionale 
comparato, Milán, 2017.

50	 La existencia de diferentes ordenamientos jurídicos da lugar a comparacio-
nes entre ordenamientos en su conjunto y entre instituciones individua-
les, de las que surgen coincidencias, semejanzas y diferencias, que serán 
tenidas en cuenta en función de las necesidades de quien realiza la com-
paración. La comparación jurídica es, por tanto, la operación intelectual 
de comparar los sistemas, las instituciones y las leyes de distintos ordena-
mientos, que, si se realiza sistemáticamente según los cánones del método 
jurídico, adquiere las características de una disciplina científica. (G. Gorla, 
“Diritto Comparato”, Enciclopedia del diritto, Milano, Annali XII, 1964, pp. 
928 y ss.). En palabras de García-Pelayo, la misión del Derecho constitu-
cional comparado es el estudio teórico de las normas jurídico-constitucio-
nales positivas, no necesariamente vigentes, de distintos Estados, con el fin 
de poner de relieve las singularidades y contrastes entre ellos o entre gru-
pos de ellos. (M. García-Pelayo, Derecho constitucional comparado, Madrid, 
1999, p. 20). Sobre el tema más general de la evolución del Derecho cons-
titucional, remitimos a F. Balaguer Callejón, “El Derecho constitucional”, 
en F. Balaguer Callejón (coord.), G. Cámara Villar, J.F. López Aguilar, M.L. 
Balaguer Callejón, J.A. Montilla Martos, Manual de Derecho constitucional, 
vol. I, Madrid, 2022, 29.

51	 Aquí se utiliza el término “modelo” como sinónimo de “tipo”, pero se pre-
tende que signifique sólo el conjunto de elementos identificativos y no 
también la propiedad de ser tomado como referencia para otros sistemas. 
Sobre la distinción entre “tipo” y “modelo” y su utilización en el derecho 
constitucional comparado, véase G. de Vergottini, Diritto costituzionale 
comparato, Padua, 2022, pp. 23 y ss.
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de una generalización muy arriesgada, dadas las diferencias entre 
los ordenamientos de una subregión tan extensa y compleja, pero 
se considera necesaria. Para llevar a cabo dicha modelización, se 
considera útil utilizar tanto un enfoque comparativo “intercultu-
ral o transcultural“ como uno “intracultural”.52 El primero se basa 
en las diferencias53 entre los sistemas jurídicos de la zona y un 
sistema externo que puede tomarse como “arquetipo” de ese he-
cho jurídico concreto“piénsese en el presidencialismo estadouni-
dense para la forma de gobierno, en el centralismo francés para 
el tipo de Estado centralizado. La segunda, en cambio, se basa en 
las analogías entre los sistemas jurídicos internos de la subregión 
latinoamericana para fundamentar lo derivado anteriormente. 
Esta última comparación, además, puede ser “binaria” o “múlti-
ple”,54 identificando jurisdicciones consideradas particularmente 
descriptivas de ese hecho jurídico. Uno de los criterios de agru-
pación típicos del derecho constitucional comparado es, en efec-
to, la reducción de las Constituciones de determinados Estados a 
grupos colectivos, cada uno dotado de su propia singularidad en 
relación con los demás, de modo que las singularidades indivi-
duales se reducen a singularidades colectivas. Se trata, por tanto, 
también de una representación típica, ya que opera con formas y 
relaciones fundamentales comunes a una serie de Constituciones 
particulares dotadas de características similares o afines. El en-
foque dual propuesto, por tanto, permite elaborar concepciones 
colectivas con respecto a las individualidades que agrupa, y con-
cepciones individualizadas respecto de otras formas colectivas.55

52	 G. de Vergottini, Derecho comparado y constitucional, en 2 Nomos-Le attua-
lità nel diritto, 2018, p. 3.

53	 Sobre la importancia del análisis de las diferencias, para que se considere la 
“sal de la comparación”, véase L. Pegoraro, A. Rinella, Diritto costituzionale 
comparato. Aspetti metodologici, Padua, 2013.

54	 Véase F. Lanchester, Gli strumenti della democrazia. Lezioni di diritto costi-
tuzionale comparato, cit., 8.

55	 M. García-Pelayo, Derecho constitucional comparado, cit., 20-21. Según el 
autor, la misión del Derecho constitucional comparado es el estudio teó-
rico de las normas constitucionales-legales positivas, no necesariamente 
vigentes, de distintos Estados, con el fin de poner de relieve las singulari-
dades y contrastes entre ellos o entre grupos de ellos. (M. García- Pelayo, 
Derecho constitucional comparado, cit., p. 20).
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Otro aspecto no secundario para considerar es la perspecti-
va a utilizar en el estudio constitucional-comparativo. En efecto, 
las diferencias en el plano comparativo pueden observarse tanto 
desde una perspectiva que privilegie el esquema constitucional 
como desde un punto de vista más amplio que considere el ré-
gimen político en su funcionamiento real y en relación con los 
factores que interactúan con el ejercicio del poder incluyendo 
el sistema de partidos, el esquema burocrático y la acción de los 
grupos de presión.56 En un estudio sobre América Latina, se con-
sidera preferible, en una primera etapa, privilegiar el primero de 
los enfoques mencionados ya que, especialmente para aquellos 
países caracterizados por estructuras presidencialistas y demo-
cracias inestables o regímenes autoritarios, se han subestimado 
las características formales de las diversas instituciones, otorgan-
do un papel central únicamente a los factores sociales, econó-
micos, culturales y políticos.57 Al tratarse de una representación 
sintética de fenómenos de la realidad político-constitucional58 se 
considera, por tanto, más eficaz y oportuno centrarse inicialmen-
te solo en el aspecto institucional formal, considerando que tiene 
su propia autonomía metodológica y sustantiva. Posteriormente, 
tras haber enmarcado lo estudiado en un “modelo propiamente 
latinoamericano”, será imprescindible integrar este análisis, que 
se desarrolla íntegramente en la dimensión sincrónica de la com-
paración, con el del desarrollo temporal de un determinado he-
cho jurídico, utilizando así un enfoque comparativo diacrónico59. 
Ello permitirá comprender la “dimensión histórico-cultural”60 y 

56	 L. Mezzetti, América Latina, en P. Carrozza, A. Di Giovine, G.F. Ferrari 
(eds.), Derecho constitucional comparado, cit., p. 469.

57	 J.J. Linz, “Democracia presidencial o parlamentaria. ¿Hay alguna diferen-
cia?”, en Aa.Vv., Presidencialismo vs. parlamentarismo. Materiales para el 
estudio de la Reforma Constitucional, Buenos Aires, 1988, pp. 19-20; J.G. 
March - J.P. Olsen, “The New Institutionalism: Organizational Factors in 
Political Life”, American Political Science Review, 1984, p. 738.

58	 L. Pegoraro, Comparare l’America Latina (e in America Latina). Introduzione 
critica, en S. Bagni, S. Baldin (eds.), Latinoamérica�, cit., p. 13.

59	 Véase, entre otros, F. Lanchester, Gli strumenti della democrazia. Lezioni di 
diritto costituzionale comparato, cit., pp. 7-8.

60	 Sobre la relación entre historia y derecho y su centralidad, véase ex pluribus 
S. Romano, Le prime carte costituzionali: discorso per l’inaugurazione dell’an-
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las características asumidas por la configuración institucional. 
Igualmente necesario, para poder llevar a cabo una investigación 
completa, es tener debidamente en cuenta la presencia de facto-
res condicionantes, ya sean culturales, institucionales o deriva-
dos de hechos políticos, su dinámica evolutiva y su interacción 
con los aspectos formales que caracterizan al sistema jurídico. 
Es evidente, por tanto, en los estudios jurídico-comparados so-
bre América Latina la utilidad, además del análisis contextual, de 
enfoques y métodos multidisciplinares propios de otras ciencias 
sociales.61 Lo que se propone, en definitiva, es adaptar y enrique-
cer, con otras perspectivas además de las de las ciencias jurídicas 
y políticas, el método combinatorio,62 es decir, partir de los datos 
normativos para, al final de la investigación, a través de una serie 
de pasos, llegar a los resultados concretos que estos tienen en los 
sistemas considerado.

no accademico nella R. Università di Modena, en Annuario della R. Università 
di Modena - anno scolastico 1906-1907; G. Arcoleo, Diritto Costituzionale. 
Dottrina e Storia, Nápoles, 1907; G. Mosca, Ciò che la storia potrebbe inseg-
nare. Scritti di scienza politica, Milán, 1958; M. Galizia, Diritto costituzionale: 
profili storici, en Enciclopedia del diritto, XII, 1964, 962 y ss.; Id., Profili stori-
co-comparativi della scienza del diritto costituzionale in Italia, en 1-2 Archivio 
giuridico Filippo Serafini, 1963; C. Ghisalberti, Stato, nazione e Costituzione 
nell’Italia contemporanea, Nápoles, 1999. Más recientemente, ex pluribus, 
F. Lanchester, Le costituzioni tedesche da Francoforte a Bonn. Introduzione e 
testi, Turín, 2009; M. Caravale, Storia del diritto nell’Europa moderna e con-
temporanea, Bari, 2012; M. Fioravanti, Appunti di storia delle costituzioni 
moderne. Le libertà fondamentali, Turín, 2014; M. Brutti, A. Somma (eds.), 
Diritto: storia e comparazione. Nuevas proposiciones para un binomio antiguo, 
Berlín, 2018.

61	 G. Smorto, S. Ragone, Derecho comparado. A Very Short Introduction, cit., 
pp. 74 y ss.

62	 Véase, entre otros, S. Ceccanti, “Maurice Duverger e il metodo combinato-
rio: una lezione ancora valida”, Quaderni costituzionali, 2015.
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